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Introducción
Por sus características, Chile está en riesgo permanente de terremotos, tsunamis, inundaciones, sequías, incendios forestales, erupciones volcánicas y aluviones, que a menudo se transforman en desastres por la falta de una institucionalidad adecuada. 
En los 2 últimos años hubo 2 aluviones en la región de Atacama, el segundo con consecuencias menores pero igualmente catastróficas para muchos atacameños, persistiendo la inseguridad debido a la repetición del fenómeno en un breve lapso de tiempo, y por las insuficiencias de las obras iniciadas después del primer aluvión.

Con razón se ha instalado un debate público acerca de la reconstrucción, y una crítica legítima sobre la eficacia y avances de las medidas de mitigación de parte de alcaldes y vecinos de las zonas afectadas. Si bien hubo importantes esfuerzos que evitaron daños mayores, aún no están todas las inversiones necesarias en encauzamiento y piscinas decantadoras, falta completar estudios de riesgo, e incluso hubo construcciones como el Mall Plaza y su puente de acceso que facilitaron la inundación de las casas en las calles Copayapu-Freire-Talcahuano-Jotabeche-Nuevo Mundo-Viel y Las Heras. Se ha planteado también evaluar la posibilidad de reubicar las poblaciones afectadas por los aluviones, pero no todos comparten este criterio, lo cual refuerza la necesidad de contar con la participación de la comunidad en la decisión de las medidas que se emprendan.

Los aluviones llegaron para quedarse, como resultado del cambio climático y de la deforestación. Los dos ocurridos en Atacama son resultado de lluvias intensas en la cordillera producidas por masas de aire cálidas que se localizan por encima de la isoterma cero, es decir por encima de los 3.500 mts., precipitando lluvia en vez de nieve en las partes altas de la cordillera, con probabilidad de generar aluviones pues a mayor altura, mayor posibilidad de arrastrar sedimentos y otros materiales. 

Ello exige mejorar la capacidad de respuesta a las emergencias y desplegar un plan estratégico de reconstrucción, que considerando los aspectos positivos y negativos de las experiencias vividas y de las medidas implementadas, determine la magnitud de las obras de mitigación y de los recursos que se requieren, actualice los planes reguladores y establezca la institucionalidad adecuada para enfrentar la emergencia y la reconstrucción.

Tenemos que aprender a vivir con nuestra naturaleza, sin dar la espalda al riesgo, sino conscientes de él para la planificación y reconstrucción. Ello implica despejar las áreas libres de riesgo de manera de iniciar la reconstrucción; delimitar aquellas áreas de riesgo moderado, que exigen contar con medidas de mitigación, alerta temprana y evacuación; y definir y fiscalizar las áreas de alto riesgo, que no podrán ser aptas para usos o actividades permanentes, cuidando que sean las menos posibles, para minimizar la erradicación o desplazamiento de comunidades.

La actual Onemi no permite enfrentar en forma rápida y eficaz las emergencias. Luego de la catástrofe de 2015 en Atacama propuse crear un órgano público nacional y regional de reconstrucción, capaz de involucrar a todos los estamentos del Estado, desde los gobiernos locales a los niveles centrales, a ministerios y servicios, a ONG´s y organizaciones sociales, académicas y al sector privado, que adopte las decisiones relevantes con la más amplia participación ciudadana. Si se involucra a los gobiernos locales y a las comunidades afectadas, la reconstrucción puede fortalecer la innovación y el mejoramiento y eficacia del accionar del sector público. 
Necesitamos un sistema nacional de gestión del riesgo y manejo de emergencias y desastres, que sea capaz de enfrentar en forma rápida, oportuna, eficiente y eficaz los fenómenos naturales de ocurrencia frecuente, con herramientas adecuadas para estudiarlos y comprenderlos, con recursos y capital humano adecuados para generar políticas públicas, con capacidad de anticipar, reducir el impacto y afrontar los efectos de una emergencia, para luego recuperarse sin comprometer las perspectivas de desarrollo a largo plazo.
Corresponde crear una entidad estatal nacional que se encargue de la gestión del riesgo y el manejo de emergencias y desastres, estructurada en regiones y comunas, con facultades y recursos para proponer, implementar y evaluar políticas y planes, que establezca un sistema de monitoreo y alerta temprana, reduzca los factores de riesgo, genere una cultura de prevención en la comunidad, y vele por el respeto a los derechos y la dignidad de los afectados/as. 

La gestión del riesgo se debe fortalecer a nivel regional y comunal, realizando los cambios que permitan a los gobiernos regionales y municipales y a la ciudadanía organizada ser actores protagónicos de este proceso. 
Experiencia Internacional.

El Marco de Acción de Hyogo, resuelto en enero de 2005, estableció cinco prioridades: 1) aspectos institucionales, 2) aspectos relacionados con la alerta temprana, 3) educación y sensibilización de la población, 4) preparación para emergencias, y 5) adaptación al cambio climático.
En Chile en los meses siguientes al terremoto de 2010 se hizó un estudio por consultores internacionales sobre la Onemi, y una misión de expertos de la ONU visitó Chile.

Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres

La Oficina Nacional de Emergencias, Onemi, existente actualmente, es según la ley un servicio encargado de planificar, coordinar y ejecutar actividades destinadas a prevenir o solucionar los problemas derivados de sismos o catástrofes. Tal definición no considera la diversidad de riesgos que amenazan al país, pero además la Onemi no da espacio para elaborar e implementar políticas públicas, desconoce los avances y experiencias internacionales y nacionales en el conocimiento del riesgo, y las formas de preparación y manejo de desastres y emergencias, y su estructura y legalidad le impiden afrontar en forma rápida y eficaz las emergencias.

En términos institucionales, lo recomendable es que la gestión del riesgo y el manejo de emergencias y desastres se encuentre en un servicio estatal nacional, estructurado en regiones y comunas, con facultades y recursos para proponer, implementar y evaluar políticas y planes, resolver las normas aplicables a sus ámbitos de acción y velar por su cumplimiento, asignar recursos y fiscalizar las actividades vinculadas a la gestión del riesgo y manejo de emergencias y desastres. Ello implica adecuar la ley orgánica constitucional de municipalidades y la ley orgánica de los gobiernos regionales actualmente en discusión, de manera que ambos cuenten con la estructura administrativa y los recursos apropiados para la gestión del riesgo y desastres a nivel comunal y regional.
Funciones:

Este servicio nacional tendrá como funciones coordinar el sistema nacional de gestión del riesgo, emergencias y desastres, vinculando la respuesta con el proceso de recuperación; velar por el fortalecimiento permanente del sistema nacional del riesgo; generar una cultura de prevención en la comunidad, promoviendo y difundiendo el conocimiento del riesgo y velando por el respeto a los derechos y la dignidad de los afectados/as por situaciones de emergencia y/o desastres; gestionar en forma eficiente y eficaz los recursos del Estado para hacer frente a las emergencias y desastres; promover un sistema de protección civil mediante la cooperación entre actores públicos, privados y organizaciones sociales y ciudadanas, académicas y ONG’s.

Objetivos:

Para cumplir tales funciones, el Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres tendrá como objetivos:

a. Elaborar e implementar políticas públicas, programas y actividades en el ámbito de la gestión del riesgo, con énfasis en el conocimiento, preparación, mitigación, respuesta y recuperación de emergencias y desastres.

b. Coordinar a los diferentes actores del sistema nacional de protección civil en las esferas del conocimiento, preparación, manejo de emergencias, desastres y recuperación.

c. Formular junto con el Consejo Nacional de Protección Civil, el Plan Nacional de Gestión del Riesgo, que tendrá una duración de 4 años.

d. Proponer los Estados de Emergencia Nacional, Regional y Comunal al o la Presidente/a de la República, quien deberá aprobarlos y darles inicio.

e. Resolver e informar a la comunidad los niveles de alerta Nacional, Regional y Local.

f. Coordinar a los actores del sistema nacional de protección civil y Ministerios sectoriales de acuerdo a los Estados de emergencia vigentes.

g. Cooperar con los Ministerios, servicios y oficinas nacionales que formulen, implementen o financien políticas, programas y actividades en el ámbito del conocimiento del riesgo, preparación y respuesta a emergencias y desastres.

h. Proponer y promover los cambios y/o adaptaciones legales que fortalezcan el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo.

i. Proponer a Ministerios, Gobiernos Regionales y comunales, servicios y oficinas públicas, las políticas, programas y actividades que disminuyan la vulnerabilidad de las comunidades.

j. Elaborar los reglamentos que la presente ley requiera para su implementación.

El Consejo Nacional de Protección Civil

El Consejo Nacional de Protección Civil será una instancia multisectorial responsable de asesorar al Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres, en la elaboración del Plan Nacional de Gestión del Riesgo y de otras orientaciones básicas, y estará integrado por:

a. El Director General de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres, quien lo presidirá

b. El Subsecretario del Interior.

c. El Subsecretario de Desarrollo Regional

d. El Subsecretario para las Fuerzas Armadas.

e. El Subsecretario de Obras Públicas.

f. Un Subsecretario del Ministerio de Salud.

g. Un Subsecretario del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

h. El Subsecretario de Energía.

i. El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

j. Un Subsecretario del Ministerio de Desarrollo Social.

k. El Jefe del Estado Mayor Conjunto.

l. El General Director de Carabineros de Chile.

m. El Director General de la Policía de Investigaciones.

n. Un representante del Cuerpo de Bomberos de Chile.

o. Un representante de la Cruz Roja Chilena.

p. Un representante de la Red de Ayuda Humanitaria Chilena.

q. El Director General de la Defensa Civil.

r. El Presidente de la Red de Monitoreo Sísmico Nacional.

s. El Director del Servicio Nacional de Geología y Minería.

t. El Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada.

u. El Director de la Dirección Meteorológica de Chile.

v. El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.

w. El Director de la Conaf pública

x. La Central Unitaria de Trabajadores, CUT
y. La Confech
z. Las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos.

aa. Representantes de la Cámara de Diputados y del Senado

El Director General de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres podrá ampliar la conformación del Consejo e integrar a otros órganos de la administración del Estado, así como invitar a integrar el Consejo, por el tiempo que estime necesario, a personas naturales o jurídicas de reconocido prestigio o conocimiento técnico sobre materias de prevención, reducción de riesgos o manejo de emergencias. 

Con todo, el Consejo tendrá un número máximo de 30 miembros, los que no percibirán dieta ni remuneración por su participación en el mismo.

El Consejo deberá reunirse en forma ordinaria una vez por trimestre, pudiendo citar el Presidente del Consejo a reuniones extraordinarias y establecer los grupos de trabajo y subcomisiones que estime conveniente.

En el cumplimiento de sus funciones el Consejo podrá: 

a. Proponer al Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres la revisión del Plan Nacional de Gestión del Riesgo.

b. Requerir informes de avance, cumplimiento e implementación de los planes sectoriales a las instituciones correspondientes.

c. Solicitar la realización de informes técnicos a universidades, instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales, especializadas tanto en la reducción como en la gestión del riesgo y manejo de emergencias y desastres.

d. Efectuar recomendaciones sobre prevención y reducción de riesgos a los Jefes de Servicio de los organismos públicos y a los representantes legales de las entidades de carácter privado.

e. Realizar todas las demás funciones que le encomiende la ley.

Servicios dependientes.

El Servicio Nacional tendrá 2 servicios dependientes: el Servicio de Reducción del Riesgo y el Servicio de Respuesta y Recuperación.

Servicio de Reducción del Riesgo

Le corresponderá coordinar la acción de los órganos y servicios públicos del sector; elaborar planes, programas y proyectos que permitan conocer el riesgo y los efectos del cambio climático y otros factores en ellos; participar en la planificación territorial y en la elaboración de los planes reguladores de regiones y comunas; fortalecer la preparación para desastres; coordinar al voluntariado, a las organizaciones sociales y ONG’s humanitarias; y coordinar el Sistema Nacional de Alerta Temprana y comunicaciones.

Para ello será su responsabilidad:

a) Promover la investigación del riesgo y cambio climático, y coordinar el Centro de estudios del riesgo y cambio climático.
b) Coordinar la Academia Nacional de Protección Civil.

c) Coordinar el Sistema Nacional de Alerta Temprana y comunicaciones

d) Elaborar planes, programas y proyectos que fomenten la cultura de la prevención en la comunidad.

e) Incentivar programas de estudio del riesgo en el sistema de educación superior.

f) Coordinar a las ONG’s humanitarias chilenas, estableciendo sus estándares mínimos.

g) Promover la formación de voluntarios especializados en preparación y manejo de emergencias y desastres.

h) Coordinar el sistema nacional de voluntariado.

i) Coordinar, con Ministerios, subsecretarías y servicios públicos, las actividades de preparación para desastres, incluyendo la planificación territorial y urbana de regiones y comunas.

j) Gestionar y coordinar los simulacros y simulaciones del sistema nacional de gestión del riesgo.

k) Difundir los derechos y deberes de las personas en situaciones de emergencia y desastres.

Servicio de Respuesta y Recuperación 

Le corresponderá gestionar y promover una respuesta rápida, eficiente y eficaz a las emergencias y desastres por parte del Estado; velar por el respeto a la dignidad y derechos de las afectadas y afectados; facilitar y promover la recuperación integral de los afectados por desastres; y coordinar el proceso de recuperación y rehabilitación post desastres.

Para ello será su responsabilidad: 

a) Elaborar planes, programas y proyectos que permitan gestionar las emergencias y desastres

b) Coordinar el Centro Nacional de Acopio.

c) Coordinar la Oficina de Cooperación humanitaria.

d) Coordinar el Centro de evaluación y monitoreo de emergencias y desastres.

e) Coordinar la respuesta a emergencias y desastres de los organismos públicos, privados, organizaciones sociales y las ONG’s humanitarias.

f) Velar por el cumplimiento de los estándares mínimos de respuesta a emergencia y desastres de parte de los organismos públicos, privados, organizaciones ciudadanas y ONG’s humanitarias.

g) Coordinar la cooperación internacional en situaciones de emergencia y desastres.

h) Formular propuestas de recuperación integral de las comunidades y zonas afectadas por emergencias y desastres.

Otros aspectos a considerar

El Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres debe abordar y resolver los aspectos complementarios a la presente propuesta para darle coherencia práctica, comenzando por aquellos en comunas y regiones:

1. Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades: Es necesario reformar la ley orgánica constitucional de municipalidades N°18.695, para que señale claramente que “es función de la municipalidad identificar y gestionar los riesgos presentes a nivel comunal, tanto en el ámbito urbano como rural; informar sobre los riesgos presentes a la comunidad; promover una cultura de la prevención; proponer al nivel central y regional programas y actividades en el ámbito de la gestión del riesgo; y coordinar las acciones de respuesta y recuperación de emergencias, siempre que estas no superen las capacidades locales”. Igualmente la ley orgánica de los gobiernos regionales.
2. Departamento de Gestión del Riesgo: La ley debe establecer que cada Municipalidad contará con un Departamento de Gestión del Riesgo, el que, a lo menos, deberá estar compuesto por un Director de Gestión del Riesgo, un coordinador de trabajo comunitario y un asistente administrativo, para lo cual el Estado garantizará los recursos que aseguren el funcionamiento y los salarios de la estructura básica. Igualmente a nivel regional.
3. Fondo Nacional de Gestión del Riesgo: Se deberá garantizar la existencia de un Fondo Nacional para la Gestión del Riesgo a nivel comunal, que permita a las Municipalidades, por medio de sus Departamentos de Gestión del Riesgo, postular a fondos bianuales para temáticas de identificación de riesgos, brigadas comunitarias de gestión del riesgo y promoción de una cultura de prevención, que complementarán el financiamiento base que las Municipalidades recibirán para el funcionamiento de sus Departamentos de Gestión del Riesgo.

4. Gestión del Voluntariado y ONG’s Humanitarias: Es necesario elaborar, junto con el Consejo de Protección Civil, un reglamento que determine las tareas generales y particulares de un Voluntario/a y del Voluntariado en Emergencias y Desastres, contemplando a lo menos, la definición de voluntario/a y Voluntariado en emergencias y desastres; nivel mínimo de preparación para ser activados y desplazados a zonas de emergencias y desastres; periodos mínimos y máximos de activación mensuales y anuales; costos de movilización, alimentación y alojamiento; cobertura o nivel de reembolso de remuneraciones no recibidas en el periodo de activación; seguro médico y de accidentes; especialidades y conocimientos técnicos que se requieren; organización en la que requieren estar inscritos; determinar quién y cómo activa al voluntario/a.

5. Establecimiento de estándares mínimos de respuesta y recuperación: Desafío principal de la respuesta y recuperación en una emergencia y/o desastre es garantizar estándares de respeto a la dignidad de las personas afectadas, al medio ambiente y el uso eficiente de los recursos. Definir cuales son estos estándares, como se cumplen, la forma en que se miden y su cumplimiento posterior, posibilitará la mejora continua de la labor del Servicio Nacional de Gestión del Riesgo y Manejo de Emergencias y Desastres, y permitirá el control ciudadano de las labores realizadas por el Estado. Un ejemplo de estándares mínimos se encuentran en el Proyecto Esfera, Carta Humanitaria y normas mínimas para la respuesta humanitaria elaborado por el Movimiento Internacional de la Cruz Roja y Media Luna Roja.
6. Cooperación Internacional Humanitaria: Un país con vocación de colaboración y cooperación internacional debe promover que sus ONG’s y los organismos del Estado colaboren en situaciones de emergencia y/o desastre en el extranjero. Es así como resulta relevante la creación de un fondo de cooperación humanitaria internacional, que permita a las ONG’s humanitarias y a los organismos del Estado planificar, financiar e implementar actividades humanitarias en el extranjero de carácter civil. Esto permitirá fortalecer el capital humano de las organizaciones humanitarias nacionales y los organismos del Estado y afianzar lazos de colaboración con organismos humanitarios internacionales y otros Estados.

7. Mantención de los medios de vida post emergencias y/o desastre: Después de una emergencia, se deben generar medidas para asegurar el resguardo y protección de los medios de vida, particularmente las fuentes de empleo de trabajadoras y trabajadores. Es necesario establecer un Seguro de cesantía de emergencia, asociado a un fondo del Estado, que se active inmediatamente después de comprobarse el efecto de la emergencia y/o desastre en el empleo del trabajador y trabajadora. Este seguro debe cubrir, a lo menos, entre uno y seis meses el sueldo del trabajador y trabajadora, luego de lo cual, en caso de que la fuente de empleo del trabajador aún no se reinicie, se activará el seguro de desempleo normal. Quienes realicen una actividad remunerada, de carácter temporal, asociada a la emergencia, podrán complementar con el seguro de cesantía de emergencia los ingresos de su empleo anterior hasta los seis meses transcurridos de la emergencia. Si un trabajador o trabajadora inicia un empleo permanente con contrato de trabajo, dejará de percibir el Seguro de cesantía de emergencia si este es de igual o menor ingreso bruto que el trabajo anterior a la emergencia, en este caso recibirá del seguro de cesantía de emergencia el saldo para alcanzar el ingreso bruto antes de emergencias.
8. Normas complementarias: Cuando los pequeños mineros y propietarios en general aportan a las labores de emergencia y reconstrucción, debe darse prioridad a retribuir sus servicios. Asimismo, cuando se conceden créditos para la emergencia, debe darse agilidad a su aprobación e implementación, superando trabas burocráticas.
(*) Sociólogo; ex director de ICAL
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